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Honorable Cámara de Diputados

 de la Provincia de Buenos Aires


PROYECTO DE LEY

El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de

L  E  Y

Artículo 1º: Declárase el estado de emergencia del Sistema Eléctrico Provincial en todo el territorio de la Provincia de Buenos Aires.- 

Artículo 2º: Dispóngase la completa e inmediata afectación de los ingresos excedentes por aplicación de los Decreto leyes 7.290 y 9.038,  (Impuesto Adicional al Consumo de electricidad y adicional al consumo de electricidad), y sus modificatorias, Leyes Nº 11.801 y 10.431, una vez cubiertas las obligaciones contraídas con cargo al financiamiento y/o servicios de deuda de las obras para las que oportunamente se afectaran.-

 Artículo 3º: Los recursos referidos en el artículo anterior, en razón de la emergencia dispuesta por la presente se declaran intangibles y reservados exclusivamente a financiar la ejecución de las obras que se determinen como de urgente prioridad.-

Artículo 4ª: En lo referente a la ejecución de obras de Generación, aféctese un porcentaje igual o mayor al 15% de lo recaudado, a la ejecución de obras cuya tecnología esté encuadrada entre las denominadas “Limpias o  de Energía Verde”, de modo que la provincia se adecue al cumplimiento de lo suscripto en el Protocolo de Kyoto de reducción de emisiones para disminuir los perjuicios del cambio climático

Artículo 5º: Facúltese al Poder Ejecutivo a acordar y formalizar con las concesionarias  eléctricas que operan en la provincia de Buenos Aires, de manera individual o a través del  Foro Regional eléctrico de Buenos aires (FREBA), las condiciones, compensaciones, peajes, canon y/o contrapartes que correspondan, de acuerdo al marco regulatorio vigente y a las inversiones que cada parte asuma, con fines al financiamiento y ejecución de las obras que se determinen como de urgente prioridad.-

Artículo 6°  Facúltese al  Poder Ejecutivo a utilizar  los mismos criterios de responsabilidad expresados en  el Subanexo D  del Contrato de Concesión vigente,  para la determinación  del tipo de empresa o ente, transportador o distribuidor  con el  que deba convenir la ejecución de obras y su posterior resarcimiento al Estado Provincial.

Artículo 7°: El Poder Ejecutivo,  que a través de su Dirección de Energía u organismo que la reemplace, deberá  mantener en estadio  de Proyectos Ejecutivos, obras para la ampliación de la red de Energía Eléctrica con un horizonte siempre superior a los 15 años, con un orden de prioridades que se revisará anualmente  a la sanción de la ley del Presupuesto  Provincial. 

Artículo 8°: Facúltese al Poder Ejecutivo a coordinar y encarar con el Poder Ejecutivo Nacional, en lo que a cada uno corresponda, en el marco de la competencia jurisdiccional que corresponda a cada parte, la formulación de proyectos y la ejecución de obras de transporte de energía eléctrica, que se requieran para garantizar el suministro en condiciones de calidad seguridad, teniendo en cuenta el crecimiento vegetativo, el aumento de la demanda industrial y los incrementos estacionales de la demanda .-

Artículo 9°: Deróguese toda legislación y/o disposición que se oponga a la presente, o que establezca destinos ajenos, en forma temporaria o permanente, para los recursos involucrados en la presente. 

Fundamentos

 La crisis en el sector energético tan publicitada en el año 2003 por el gobierno nacional, sabemos hoy, está para quedarse si el Estado, tanto sea de jurisdicción Nacional o Provincial, no instrumentan medidas que sean realmente efectivas y no solo efectistas, como se observa en las muy promocionadas creaciones de la compañía ENARSA y en el sistema de premios y castigos de las tarifas a los consumidores.

Solo se ha sometido a la población a la necesidad de ahorrar en su hogar para generar los excedentes que permitan a su empleador seguir operando y produciendo, para que con ello se evite su propio despido o suspensión. Este criterio no sería tan malo si todos actuaran de manera concordante, no obstante es casualmente el Estado Provincial el que no actuó ni actúa en consecuencia. 

Esta crisis, que a pesar de lo expuesto no es percibida al día de hoy como cercana por los  habitantes de la provincia de Buenos Aires, es realmente seria y  los sectores más informados saben sin dudas que, sobre todo en nuestra provincia, es de extrema gravedad, de seguramente rápido desencadenamiento y con escasas posibilidades del Estado de resolverla si solamente se opta por presionar a las distribuidoras para que inviertan en el transporte y la generación por contratos de adjudicación que solo observan la obligatoriedad de ejecución de obras con posterioridad a la verificación de faltantes en el suministro de energía, sin la menor mención a cubrir siquiera el crecimiento vegetativo y obviamente mucho menos la posibilidad de un aumento no previsto de la actividad económica. Algo verdaderamente tan absurdo como llamativo en esto que es definitivamente estratégico para  la Provincia, pero que fue muy usual en los ´90, más allá de los esfuerzos que se puedan hacer para diferenciar las privatizaciones provinciales de las nacionales, dado que el marco general era condicionante y solo en esa línea las empresas aceptaban involucrarse en las licitaciones de las  prestadoras de servicios públicos. 

 
Además subyace en la normativa que analizaremos  una no reconocida aceptación del marco de aquel momento y el protagonismo absoluto de una sola orientación de recetas para la economía, sin embargo no fue óbice para que la privatización se hiciera,  con sus hoy inobjetables consecuencias negativas en la vida de los habitantes de la provincia

Es en verdad no solo un tema de difícil abordaje por lo significativo en términos de traumas que podrían verificarse en un futuro muy cercano, sino además realmente intrincado desde lo económico por el hecho que ante la inminencia de esta crisis y la aceptación de ella por parte de las autoridades, no se haya readecuado la situación para afrontar los acontecimientos con recursos al alcance, derivados oportunamente a fondos de tesorería por la emergencia económica y no reorientados para afrontar la otra emergencia, la energética que ya nos apremia y este año hará eclosión, a pesar de las desmentidas que pueda hacer  algún funcionario, de no mediar urgentes medidas correctivas de fondo y no solo de forma.

Para una correcta comprensión lo adecuado es hacer una verificación de las razones técnicas  y económicas que dan entorno a la cuestión, lo que además de revelador del problema indica con claridad meridiana que debe actuarse con celeridad, que las primeras consecuencias negativas ya están a la vista y será este año sumamente traumático en muchas localidades de casi toda la provincia, pero que lo contradictorio es el hecho como ya se dijera, que tenemos los recursos al alcance. Solo ocurre que presupuestariamente están desnaturalizados por una inexplicable extensión, a esta altura de los hechos, de la ley de emergencia económica del año 2001 en este y anteriores  ejercicios destinando de modo incierto los excedentes que surgen de la recaudación con leyes específicas para la ejecución de obras vinculadas a la generación de Energía Eléctrica, las que suman unos $ 169.000.000, de los que por la ley de presupuesto del año 2004 se destinan a gastos de tesorería  más de $ 129.000.000.

 
Al adentrarse en los aspectos técnicos, resulta de difícil comprensión el hecho de que aún no se haya comenzado a desandar este camino que nos llevará inevitablemente al caos.

Muchos medios de comunicación cubrieron profusamente el tema en tiempos en que la cuestión de la crisis energética  era  motivo de agenda del  gobierno nacional, y de la lectura de ellos se pueden extractar detalles que, ordenados cronológicamente, se transforman en clara  evidencia de las causas, de la imperiosa necesidad  de resolver la cuestión, así como de la imprevisión que llevó a desafectar los recursos específicamente  disponibles y reorientarlos a gastos de tesorería en un contexto de una simultánea bonanza en lo financiero con una crítica situación en lo energético.

La catástrofe no se manifestó por que la fortuna acompañó en cierta forma. Lo demuestra el hecho que los informes de CAMMESA referidos al Mercado Eléctrico Mayorista del presente año, y los niveles de  YACIRETA y Comahue fueron mayores a las medias  históricas y ello permitió una demanda menor del parque termoeléctrico, con lo que los riesgos de un problema disminuyeron sensiblemente para todas las provincias, incluida la de Buenos Aires,  los costos de generación se mantuvieron relativamente bajos y solo se registraron algunos problemas con aquellas distribuidoras que se negaron a hacer las  inversiones mínimas que estaban previstas por muy urgentes, pero que realizaron cortes a algunos de sus clientes de mucho consumo, generando reacción en ellos, dado que todos estaban vinculados a la producción y por ello eran generadores de mano de obra, o lo que es lo mismo del bien hoy más preciado por los argentinos luego de los desatinos de la década del ´90. 

Lo que para muchos era novedoso, la inminente crisis energética, estaba totalmente asumida por las autoridades en marzo de 2002 como inevitable, dado que los informes de la transportadora y de las distribuidoras marcaban ya en ese año, áreas con alimentación radial por diversas restricciones, lo que las transforma en muy frágiles; mucha generación forzada, problemas de tensión, transformadores sumamente cargados. Además sectores con dependencia de una sola línea muy requerida y por ello de altísimo riesgo. 

Estos informes denotaban aún antes de registrarse aumentos importantes de consumo por incremento de la actividad económica, una situación de inexistencia de reservas de potencia, tanto en la distribución y el transporte como en la generación en caso de baja de los niveles de las represas. Ello originó una Resolución del Ministerio de Infraestructura, Vivienda y Servicios Públicos, que lleva el número 00120, la que entre otras consideraciones hace mención a la necesidad de determinadas obras que se detallan en una  lista que acompañan la resolución, que a su vez se dividen en urgentes y necesarias para un horizonte 2008/2009, por un valor total de unos 250 millones de pesos, las que supuestamente serían afrontadas por las privatizadas que tomarían recursos de un fondo fiduciario, pero que finalmente derivó en nada, solo letra sobre papel para salvar responsabilidades en caso de alguna catástrofe.

En las obras del primer anexo de aquella resolución, se destacan las destinadas a la Costa Atlántica, no por los montos sino por la urgencia con que se plantean. Y por ello se considera válido hacer alguna reflexión respecto de lo que se avecina, más allá que contradiga declaraciones tendientes obviamente a la desdramatización de la situación por parte de algún funcionario responsable para llevar tranquilidad a las personas que seguramente se verán  afectadas en el cortísimo plazo

En el verano 2003/2004 se produjo una solicitud de potencia de unos 550 MW., lo que representa un incremento de un 10% respecto del consumo del año anterior, que se encontraba en los históricos 500MW. Para la temporada que se avecina se supone que el aumento de la demanda de potencia será también de otro 10% o más, por lo que se situaría en el orden de los 605MW a 620 MW, lo que deja al sistema muy cerca de los máximos  posibles de generar y transportar  que es de menos de 650 MW. 

Esto implica que ante cualquier dificultad climática, salida de funcionamiento por rotura o mantenimiento, o simplemente temperaturas muy elevadas durante varios días, el sistema con seguridad defeccionará, con los traumáticos trastornos que esto supone para el comercio de la Zona de la Costa Atlántica, que espera con ansiedad estos meses de verano para recomponer sus economías con el consabido beneficio para sus pobladores.

Si no se invierte, los distritos mediterráneos entretanto, sobre todo los pequeños del interior y cercanos a la zona de crisis, verán sus tensiones afectadas, ya que se los desabastecerá para conseguir los excedentes que permitan “atender” la Costa Atlántica, con traumas para sus poblaciones en momentos de  recolección de la cosecha fina, la ganadería en expansión y de  normal incremento estacional de la actividad comercial.

Tal como se ha dicho con insistencia en los últimos meses, el fracaso de la postura privatizadora de la prestación de los servicios de energía en la Provincia de Buenos Aires ha quedado demostrado (que también comprende al servicio de gas, que ha llevado a crear una      empresa estatal para cubrir las áreas que las empresas no tienen intención ni obligación contractual de encarar, ya que el marco regulatorio es igualmente confuso que el que rige la prestación del servicio de energía eléctrica) y resolverlo requiere valentía y aceptación de que los errores cometidos tienen responsables.

En materia de servicios de energía eléctrica se verifica en la paupérrima inversión que se ha podido observar, contrastando por ejemplo los escasos 80 Kilómetros que se han hecho de línea 

de alta desde la Privatización, con los 250 kilómetros que se  ejecutaban de promedio por año cuando  la empresa era del Estado y los fondos a los que nos referimos se invertían en aquello para lo que se les cobra a los contribuyentes de la provincia. Además, el horizonte de análisis y previsión se situaba entonces en  los 15 a 20 años y no en los 4 a 5 de las últimas resoluciones, mucho más acorde a la enorme importancia estratégica de las cuestiones que analizamos, para que no se transformen en el  contrapeso o “Plomo” de la Economía de nuestra provincia. En la década del 80 ya estaba determinada la necesidad de fortalecer el sistema en la Costa Atlántica desde ese momento está pendiente de ejecución una línea de 500MW Abasto- Mar del Plata con lo que se anillaría el sistema en esa gran zona y la dejaría exenta de males mayores. Hoy sin embargo la cuestión sigue sin resolverse, con el agravante  que  los riesgos aumentaron sustancialmente 

Las crisis energéticas anteriores a la privatización, como la vivida en 1988, estuvieron motivadas en la falta de oferta de generación de Energía Eléctrica en el horario pico, y oportunamente derivó en la necesidad de racionamiento y reducción del consumo. Esta situación se dio en el ámbito nacional y no estaba su solución entre las posibilidades concretas de la Provincia,  contrariamente a lo que ahora ocurre, donde las dificultades más serias están en la falta de capacidad de transporte a los diferentes sectores de nuestra provincia y por ello en el ámbito de su jurisdicción. 

Sin duda la verdadera razón se aprecia con claridad cuando se observa el Subanexo D del contrato de concesión y lo primero que surge nítidamente es que los valores para la determinación de los montos de facturación están expresados en dólares estadounidenses, y dos de los índices de ajuste del cuadro tarifario son: el de precios al consumidor de Estados Unidos de Norteamérica (Consumer Price Index,CPI) y el de cambio de bienes industriales, también de Estados Unidos (Producer Price Index, Industrial Comodities,PPI), verdaderamente vergonzante y sin dudas  una muestra más de aquella aceptación como dato indiscutible respecto de la convertibilidad  a la que antes se hiciera alusión, en oportunidad de elaborar el contrato de concesión por parte de las autoridades de aquella época. 

 Si desde el procedimiento de  determinación de las tarifas para las distintas distribuidoras hasta el mecanismo de Pass Throungh, se utiliza como referencia el dólar,  y obviamente a partir de ello  los cuadros tarifarios se establecen en moneda estadounidense, transformándose cuanto menos en una patética muestra de imprevisión, que seguramente provocó alivio en las distribuidoras al momento de firmar y quizá fuerte escozor en los representantes del estado provincial, lo que hizo que no prestaran atención en lo confuso que resulta determinar quién debe ejecutar las obras que  hacen falta para mantener calidad y cantidad en el servicio,  quedando las distribuidoras obligadas a entregar lo que se requiera en cualquier circunstancia,  sin una clara definición y solo apelando  al sentido  común  se  puede   establecer  que  la  generación  les  corresponderá  a  las generadoras, el transporte a las transportadoras y el resto a las distribuidoras, pero la responsabilidad no está taxativamente determinada. 

Por otra parte, y esto quizá sea lo más importante, tampoco se encuentra en las numerosísimas  hojas del contrato una sola referencia a lo concerniente al futuro en términos de previsión de obras. Esto contrasta enormemente con lo que ya se mencionara, el Estado “ineficiente” con la Empresa de Energía en su patrimonio y se planteaba horizontes de análisis a 15 años vista. Retomando lo central, se observa pues con nitidez que la cuestión tarifaria es determinante para mantener esta situación de absoluta inacción ante el caos, en la que hoy nos encontramos 

Si hiciera falta confirmarlo hay numerosísimas referencias hechas por los ejecutivos de las distribuidoras, como por ejemplo el Ing. Juan José Mitjans, presidente de EDEA en la absolutamente inusual oportunidad de inaugurar una estación transformadora en Mar Del Plata, en el pasado invierno en presencia de funcionarios provinciales, cuando aseguró: “tenemos hacia el futuro un programa de inversiones para seguir acompañando el crecimiento, naturalmente no en los tiempos en que hubiéramos querido debido a las asimetrías entre ingresos y egresos que nos ha dejado la crisis que se desató en diciembre de 2001 en el País” y luego lo ratificó “Es una responsabilidad de todos los que intervenimos en el sector eléctrico, el restablecer el equilibrio económico financiero de las empresas para poder seguir trabajando al ritmo que una economía en desarrollo demanda”.

Como se dijera, estos párrafos son solo un ejemplo y varios ya se han expresado en el mismo sentido y si bien no es sencilla la solución al problema,  admitir que hubo poca previsión en oportunidad de firmar los contratos de concesión y empezar a actuar en consecuencia  sería un hecho positivo, más reiterarse en los errores, por el contrario, solo empeoraría las cosas. 

Esta dicotomía debe ser subsanada, remediada con prontitud de manera de evitar la continuidad de la contradicción en un nuevo presupuesto provincial, reafectando los dineros públicos a aquellos fines para los que se lo hizo, lo que casualmente se condice con los más urgentes requerimientos de la provincia de Buenos Aires. Sin duda, debe quedar perfectamente en claro que entre los aspectos   más importantes esta el resguardar los derechos del Estado Provincial y garantizar que este recupere, con el mecanismo del peaje a transportadoras y distribuidoras, los recursos asignados a las obras que se ejecuten con los dineros públicos 

Los valores de peaje están consignados en los contratos de concesión para cada zona, por lo que una adecuación de ellos a las cifras actuales es de simple implementación y eximiría al Estado de discusiones vanas.

Hoy  hay un nuevo listado de obras apuntadas al problema de la energía eléctrica en una nueva resolución ministerial, más importante sobre todo en cuanto a los montos a invertir ya que se mencionan como necesarias obras por más de 700 millones de pesos (si solo nos referimos a la Energía Eléctrica), estableciendo también un orden de prioridades basado en las carencias del sistema, estando en consideración del Ministerio de Infraestructura, Vivienda y Servicios Públicos de la Provincia para fijar metas en función del tan mentado Fondo Fiduciario, que entre otras cosas se nutre de una mínima parte de los recursos que deberían destinarse en su totalidad al tema. Es previsible lo que acontecerá  y el resultado de la vieja resolución 00120 nos exime de comentarios.

Desafortunadamente, de no cambiar de actitud el Ejecutivo Provincial, se agotará la acción en una discusión respecto de quién debe ejecutar las obras (si el Estado o las privatizadas) y mientras tanto los vecinos sufrirán las consecuencias, algo totalmente innecesario si consideramos  que no solo se cuenta con los recursos sino que además es absolutamente factible recuperar lo invertido por el Estado  provincial cobrándole peaje o canon a las transportadoras y distribuidoras, al tiempo que se generan las condiciones reales para el crecimiento económico de nuestra provincia desde una aspecto fundamental como es el energético

Consideramos que un párrafo aparte merece la forma en que se genera la energía en nuestra provincia, más allá que la enorme mayoría de  lo que se  utiliza es generado  en territorio de otras provincias, lo cierto es que, salvo una mínima parte, dicha generación se basa en termoeléctricas que queman gas o fuel oil y Energía Nuclear. Este aspecto debería revisarse y comenzar a adaptar el parque a otro tipo de fuentes disponibles, que las hay y nuestra provincia cuenta con condiciones adecuadas para adoptarlas, tal el caso de la Solar  y  la Eólica o a las intermedias como la utilización de Biodiesel o Biogas lo que coloca a nuestra provincia entre los territorios mas apropiados para ir hacia lo expresado como ideal en la “Renovable 2004” de la ciudad de Bonn.

Por lo expuesto es que consideramos adecuado  contemplar en la norma para incorporar a  la provincia al compromiso que el País adoptó en la Cumbre de Kioto, en la que se comprometió a que la generación de la Energía Eléctrica con una disminución en las emisiones no menor al 5,2% sea con tecnologías renovables y limpias antes del año 2013

La generación de energía eléctrica contribuye en un 37%, y con ello es la actividad humana de mayor aporte hace, a las emisiones mundiales que ocasionan los trastornos en el clima denominados comúnmente como”cambio climático”, y lo originan por su fuerte dependencia de la utilización de combustibles fósiles.

Es primordial realizar alguna tarea tendiente al reemplazo de tecnología para la generación eléctrica dado que durante un fuerte incremento de la actividad económica es cuando las posibilidades de empeorar los niveles de contaminación también aumentan, tal como ocurrió con España, país en el que a pesar de realizar esfuerzos en sentido positivo, esto es invirtiendo en tecnologías vinculadas a las denominadas limpias o Energía Verde, han visto un aumento de un 55% en los niveles de emisión desde 1990 a la fecha por que en su mayoría, las bases de la generación estaban muy atadas a la utilización de combustibles fósiles

En los últimos días del año 2004, entre el 6 del 12 al 17/12  se realiza  la Conferencia de Buenos Aires sobre el Cambio Climático, que no es más que la ratificación del Protocolo de Kyoto con la pretensión de aumentar los valores comprometidos por los países, los que se situaban en una modesta reducción global promedio de más del 5.2% en los niveles del período 1990/1995 para el interregno 2008/2012.  

Es sin duda muy apropiado que en esta etapa de nuestro País y de nuestra Provincia se comience como alguna vez se hizo, a pensar  a futuro seriamente, se puedan orientarlos esfuerzos en sentido positivo para  que la Generación de Energía Eléctrica, con toda su complejidad y connotación estratégica no se transforme, como ya se mencionara, en una “plomada” para nuestra economía y las posibilidades y expectativas de los habitantes de nuestra provincia 

Por todo lo expuesto y dada la situación de emergencia por la que atravesará la Costa Atlántica, el centro oeste de la Provincia,  afectando el desarrollo industrial de Bragado y zonas de influencia, y dada  la precariedad del servicio que soportan ciudades como Lobos, Roque Pérez, General Belgrano, Pehuajó, etc., es que  solicitamos el apoyo de los señores legisladores, al presente proyecto.

PAGE  
9

[image: image1.wmf]_1164628210.doc


�












